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«Tercero.- Una vez resueltos los posi-
bles óbices procesales, y entrando en el enjui-
ciamiento de las cuestiones de fondo de la invo-
cación del derecho a la imparcialidad judicial, ha 
de concretarse que los recurrentes, apoyados 
en ese particular por el Ministerio Público, el 
Abogado del Estado y la asociación civil Dianéti-
ca, frente a la oposición del resto de partes per-
sonadas, consideran vulnerado este derecho 
con fundamento en que los magistrados que 
componían la Sección Decimoquinta de la Au-
diencia Provincial de Madrid previamente ha-
bían acordado, en contacto con el material de 
instrucción, dejar sin efecto el archivo, pronun-
ciándose sobre la existencia de indicios de res-
ponsabilidad penal en los recurrentes respecto 
del delito de escuchas telefónicas, así como ha-
bían ordenado la práctica de determinadas dili-
gencias de investigación. 

Este Tribunal ha reiterado que la impar-
cialidad judicial, además de reconocida explíci-
tamente en el art. 6.1 del Convenio Europeo 
para la Protección de los Derechos Humanos y 
las Libertades Fundamentales (en adelante 
CEDH), está implícita en el derecho a un proce-
so con todas las garantías (art. 24.2 CE), consti-
tuyendo una exigencia que condiciona la exis-
tencia misma de la función jurisdiccional (por 
todas, SSTC 38/2003, de 27 de febrero, FJ 3), 
con una especial trascendencia en el ámbito pe-
nal (STC 52/2001, de 26 de febrero, FJ 3). El re-
conocimiento de este derecho exige, por estar 
en juego la confianza que los tribunales deben 
inspirar en una sociedad democrática, que se 
garantice al acusado que no concurre ninguna 
duda razonable sobre la existencia de prejuicios 
o prevenciones en el órgano judicial, incluidas 
aquéllas que, desde un perspectiva objetiva, 
pueden producirse, entre otras consideraciones, 
por haber tenido el juzgador una relación o con-
tacto previo con el "thema decidendi" [por todas, 
SSTC 69/2001, de 17 de marzo, FJ 14.A); 
155/2002, de 22 de julio, FJ 2; y 38/2003, de 27 
de febrero, FJ 3; así como SSTEDH de 1 de oc-
tubre de 1982, caso Piersack c. Bélgica, § 30; 
de 26 de octubre de 1984, caso De Cubber c. 
Bélgica § 24; y, entre las más recientes, de 25 
de julio de 2002, caso Perote Pellón c. España, 
§ 43; y de 17 de junio de 2003, caso Pescador 
Velero c. España, § 21]. Se ha puntualizando, 
no obstante, que lo determinante y decisivo es 
que las razones del acusado para dudar de la 

imparcialidad judicial estén objetivamente justifi-
cadas, lo que no se produce por el simple hecho 
de que el juez haya tenido una participación en 
el procedimiento con anterioridad al enjuicia-
miento de fondo, siendo necesario valorar las 
circunstancias de cada caso concreto [por to-
das, SSTC 11/2000, de 17 de enero, FJ 4, 
52/2001, de 26 de febrero, FJ 4, o 69/2001, de 
17 de marzo, FJ 14.A); y SSTEDH de 24 de 
mayo de 1989, caso Hauschildt c. Dinamarca, 
§§ 48-49; de 24 de marzo de 1993, caso Fey c. 
Austria § 30; de 28 de octubre de 1997, caso 
Castillo Algar c. España, §§ 43 y 46; de 15 de 
noviembre de 2001, caso Wemer c. Polonia, §§ 
39 y 43; de 25 de julio de 2002, caso Perote Pe-
llón c. España, §§ 45 y 47]. 

La determinación de cuáles son las cir-
cunstancias concretas que posibilitan en cada 
caso considerar como objetivamente justifica-
das las dudas sobre la imparcialidad judicial no 
está vinculada tanto con una relación nominal 
de actuaciones o decisiones previas que que-
den vedadas al juzgador cuanto, especialmente, 
con la comprobación, en cada supuesto en par-
ticular, de si la intervención previa en la que el 
interesado hace residenciar sus dudas ha sido 
realizada por el órgano judicial teniendo que 
adoptar una decisión valorando cuestiones sus-
tancialmente idénticas o muy cercanas a aqué-
llas que deben ser objeto de pronunciamiento o 
resolución en el enjuiciamiento sobre el fondo. Y 
ello porque la imparcialidad trata de garantizar 
también que el juzgador se mantenga ajeno, es-
pecíficamente, a la labor de incriminación o in-
culpación del acusado, ya sea ésta indiciaria y 
provisional, como la que se produce en los au-
tos de inculpación y procesamiento, ya se efec-
túe de forma preventiva, como acaece al acor-
dar la adopción de medidas cautelares (STC 
310/2000, de 18 de diciembre, FJ 4). 

Cuarto.- En diferentes ocasiones, este 
Tribunal ha tenido la oportunidad de pronunciar-
se sobre la relevancia e incidencia que los jui-
cios provisionales de inculpación o imputación 
tienen sobre la imparcialidad judicial. Así fue de-
clarada la inconstitucionalidad del apartado se-
gundo del art. 8.1 de la Ley Orgánica de Fuer-
zas y Cuerpos de Seguridad del Estado, entre 
otras razones, porque no diferenciaba el órgano 
que decidía el procesamiento, con base en una 
valoración indiciaria de culpabilidad, y el órgano 
que conocía y fallaba la causa, argumentándo- 

se, ya entonces, que el juicio sobre el acusado 
en el momento de decidir el procesamiento no 
puede dejar de influir sobre la manera en la que 
el órgano judicial contempla los aspectos del 
enjuiciamiento sobre el fondo (STC 55/1990, de 
28 de marzo, FJ 7). Igualmente se declaró la 
existencia de vulneración en supuestos en los 
que el juzgador había acordado previamente la 
apertura del juicio oral, con fundamento en que 
esta decisión tiene como base una imputación 
penal que contiene una calificación o juicio anti-
cipado y provisional sobre los hechos a senten-
ciar (SSTC 310/2000, de 18 de diciembre, FJ 4, 
o 170/1993, de 27 de mayo, FJ 5). Por el contra-
rio, se ha considerado que no existe vulneración 
del derecho al juez imparcial en un supuesto en 
que el juzgador había acordado el sobresei-
miento por no ser los hechos constitutivos de 
delito, sino, en su caso, de simples faltas, con el 
argumento de que dicha resolución judicial no 
se fundamentó en elementos inferidos de cierta 
actividad de investigación o esclarecimiento de 
los hechos, sino en una consideración técnica 
de carácter eminentemente jurídico, a través de 
la cual se limitó a precisar cuál era el trámite 
procesal que aquellos hechos merecían (STC 
52/2001, de 26 de febrero, FJ 6). A la misma 
conclusión se llegó en un supuesto de decisión 
sobre la admisión a trámite de una denuncia o 
querella, en tanto que es un acto jurisdiccional 
que no expresa ni exterioriza toma de posición 
anímica y está configurado legalmente como un 
juicio claramente distinto del razonamiento fácti-
co y jurídico que permite afirmar, más allá de 
toda duda razonable, que unos hechos previs-
tos en la ley como delito han sido cometidos por 
un acusado (STC 162/1999, de 27 de diciembre, 
FJ 6). 

Más en concreto, y por lo que respecta a 
la relevancia de las intervenciones del órgano 
de revisión sobre este tipo de decisiones, he-
mos reiterado que no cabe apreciar vulneración 
en los supuestos de ratificación en segunda ins-
tancia de una decisión previa de inculpación, 
cuando la ratificación se basa en que la imputa-
ción se halla razonablemente fundada, en tanto 
que ello no implica anticipar juicio alguno sobre 
la responsabilidad penal del acusado ni cabe 
apreciar en el caso la existencia de un contacto 
directo con el acusado ni con las pruebas 
(AATC 8/2002, de 28 de enero, FJ 4; 121/2002, 
de 15 de julio, FJ 1; 141/2002, de 23 de julio, FJ 
1; y 276/2002, de 19 de diciembre, FJ 5). El 
TEDH llegó a la misma conclusión en la Resolu-
ción de inadmisión de 2 de marzo de 2000, caso 
Garrido Guerrero c. España, al entender que, si 
bien uno de los miembros del órgano de enjui-
ciamiento formó también parte del órgano que 
confirmó en apelación el procesamiento, por lo 
que hizo suyos sus razonamientos, debían con-
siderarse en el supuesto de hecho contemplado 
los límites del acto de inculpación, su carácter 
de resolución formal y provisional, que no pre- 

El TC estima parcialmente las demandas de amparo interpuestas por los recurrentes condenados como autores 
de un delito continuado de interceptación ilegal de las comunicaciones telefónicas y, en consecuencia, declara 
vulnerado el derecho de los recurrentes a un proceso con todas las garantías en su concreto contenido de de-
recho a la imparcialidad judicial (art. 24.2 CE) y les restablece en su derecho, y anula el Auto de la Sala del art. 
77 LOPJ del TSJ de Madrid de 8 de julio de 1998, la Sentencia de la AP de Madrid de 26 de mayo de 1999 y 
la Sentencia de la Sala de lo Penal del TS de 22 de marzo de 2001. Reproducimos los fundamentos jurídicos 
tercero y siguientes de la Sentencia del TC. 

N. de la R.: Véase en este mismo número el Comentario de Jurisprudencia elaborado por D. Manuel Pulido 
Quecedo, titulado «Sobre escuchas telefónicas e imparcialidad judicial (el caso del CESID)» 
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juzgaba en nada la solución del litigio, ni en 
cuanto a la calificación de los hechos que se 
discutían, ni en cuanto a la culpabilidad del in-
culpado. Sin embargo, la STEDH de 28 de octu-
bre de 1997, caso Castillo Algar c. España, con-
sideró vulnerado el derecho a la imparcialidad 
judicial porque en el caso enjuiciado dos miem-
bros del órgano de enjuiciamiento habían confir-
mado en apelación el auto de procesamiento en 
términos que podían llevar a pensar que hacían 
suyo el punto de vista adoptado previamente 
por el Tribunal Supremo (el cual había revocado 
una previa decisión de sobreseimiento) de que 
existían indicios suficientes que permitían con-
cluir que se había cometido un delito militar (§ 
48). 

Por último, en lo que respecta a los su-
puestos en que, como ocurre en el presente am-
paro, las dudas respecto a la imparcialidad judi-
cial se fundamentan en la revocación de una 
decisión de archivo por parte del órgano de revi-
sión, cabe destacar que tal circunstancia fue 
motivo para que el TEDH declarara la vulnera-
ción del derecho cuya observancia está recla-
mando nuestra atención (STEDH de 23 de 
mayo de 1991, caso Oberschlick c. Austria). 
Ahora bien, este Tribunal ha desestimado que 
se produzca tal vulneración en el caso de la de-
cisión de levantar el sobreseimiento y ordenar 
proseguir un procedimiento penal, al entender 
que tal resolución no incluye necesariamente 
una imputación que tenga que transformarse 
luego en un juicio de culpabilidad (STC 11/2000, 
de 17 de enero, FJ 5), y asimismo ha rechazado 
la existencia de vulneración del derecho al juez 
imparcial en supuestos que se limitan a abordar 
aspectos puramente formales del desarrollo de 
la instrucción y al análisis de cuestiones absolu-
tamente abstractas y generales sobre la even-
tual concurrencia de una cuestión previa de le-
galidad administrativa, sin ninguna relación con 
las circunstancias fácticas de la presunta infrac-
ción cometida, ni con la participación en los he-
chos del inculpado (STC 38/2003, de 27 de fe-
brero, FJ 4). 

De todo ello puede concluirse que, por lo 
que interesa a los efectos de resolver el caso 
ahora planteado ante nosotros, deben conside-
rarse objetivamente justificadas las dudas sobre 
la imparcialidad judicial, y, por tanto, vulnerado 
el derecho al juez imparcial, cuando la decisión 
en revisión de dejar sin efecto un sobreseimien-
to o un archivo adoptada por un órgano jurisdic-
cional que posteriormente conoce de la causa 
se fundamenta en valoraciones que, aun cuan-
do provisionales, resulten sustancialmente idén-
ticas a las que serían propias de un juicio de 
fondo sobre la responsabilidad penal, exteriori-
zando, de ese modo, un pronunciamiento antici-
pado al respecto. 

Quinto.- En el presente caso, el juez de 
instrucción acordó, por Auto de 6 de febrero de 
1996, el archivo de las actuaciones, y, por Auto 
8 de marzo del mismo año, desestimó el recurso 
de reforma contra el archivo. La Sección Deci-
moquinta de la Audiencia Provincial de Madrid, 
por Auto de 10 de mayo de 1996, dejó sin efecto 
el archivo, ordenando la continuación de la ins- 

trucción de la causa a la vista de los indicios 
concurrentes respecto al delito de escuchas te-
lefónicas, así como la práctica de determinadas 
diligencias. 

Resumidamente, cabe destacar, en pri-
mer lugar, que el propio Auto de archivo esta-
bleció de manera expresa los hechos que cabía 
deducir de las diligencias de investigación, y 
que concretó en que el CESID había procedido 
desde el año 1982 (con equipos que se fueron 
renovando, ampliándose su capacidad de "barri-
do") al análisis del espectro radioeléctrico, inter-
ceptado y grabado aleatoriamente conversacio-
nes mantenidas a través del sistema de 
telefonía móvil automática al menos por uno de 
los interlocutores, y que, tras su análisis, en 
unos casos se destruían y en otros, aunque la 
información careciera de interés desde el punto 
de vista operativo del CESID, se almacenaban y 
conservaban, describiendo la relación de cada 
uno de los imputados con estos hechos en fun-
ción de la posición que ocupaban en el organi-
grama del CESID (FJ 3). A partir de ello se razo-
nó que la conducta de los imputados se 
enmarcaba en el cumplimiento de las misiones 
del CESID, al consistir en una vigilancia general 
del espectro radioeléctrico y no estar dirigida a 
vigilar ni interceptar una comunicación en parti-
cular, y que la interceptación casual de una co-
municación telefónica quedaba al margen del 
tipo penal, que exige, por su carácter eminente-
mente doloso, una voluntad decidida de interve-
nir y observar concretamente las conversacio-
nes realizadas a través de los aparatos 
telefónicos (FJ 7). Posteriormente, al desesti-
marse la reforma, se incluyó como nuevo argu-
mento que las comunicaciones interceptadas, al 
intervenir en ellas al menos un teléfono móvil, 
no eran comunicaciones telefónicas en el senti-
do exigido por la redacción del tipo penal vigen-
te en el momento de comisión de los hechos. 

Frente a dichas consideraciones, el Auto 
resolutorio de la apelación, dictado por los mis-
mos magistrados que posteriormente enjuicia-
ron los hechos, dejó sin efecto el archivo, desta-
cando, en primer lugar, la improcedencia de 
considerar legítimas las conductas investigadas 
en función de la necesidad de protección de los 
intereses nacionales al constatar, desde el pun-
to de vista fáctico, que, a partir de las propias 
afirmaciones del Auto recurrido, "parecen claros 
los indicios en el sentido de que se intercepta-
ron las conversaciones de numerosos ciudada-
nos [...]; se grabaron esas conversaciones, a 
pesar de su irrelevancia para el CESID, y tam-
bién se archivaron y conservaron [...]"; y, desde 
el punto de vista de su valoración jurídica, que 
"todo ello se realizó –y argumentamos, por su-
puesto, en términos indiciarios– sin la existencia 
de una ley que autorizara esas interceptaciones 
y grabaciones y sin ninguna clase de autoriza-
ción ni de control judicial", añadiendo que la nor-
mativa reguladora de las funciones del CESID 
no le otorga "[...] la facultad de interceptar los te-
léfonos de los ciudadanos ni de grabar y archi-
var sus conversaciones, máxime cuando no 
constan indicios que tuvieran que ver con las 
misiones del centro" (FJ 3). 

En segundo lugar, rechazó también este 
Auto las conclusiones referidas al carácter no ' 
doloso de la conducta, basadas en que la inter-
ceptación no estaba dirigida a personas deter-
minadas, sino a controlar el espectro radioeléc-
trico, y a que tenían un carácter aleatorio y 
confidencial. Para ello, destaca que "[...] la lec-
tura de las declaraciones prestadas por los fun-
cionarios que integraban el llamado Gabinete de 
Escuchas (folios 130 a 133, 139 y 140, 166, 
169, 203 y 206) aporta claros indicios de que se 
interceptaban las comunicaciones telefónicas 
de personas relevantes del mundo de la política, 
de las finanzas, de la prensa y del espectáculo, 
y se grababan, archivaban y almacenaban, a 
pesar de no tener interés para la seguridad na-
cional." "Ante tales indicios, y visto el listado 
aportado a la causa y publicado en algún perió-
dico de tirada nacional, resulta inacogible la te-
sis de la acción imprudente atípica. Pues un 
análisis ponderado de tales indicios y la aplica-
ción de cánones elementales de razonabilidad 
impiden argumentar en el sentido de que las in-
terceptaciones y las grabaciones se hacían por 
negligencia, y mucho menos los archivos". "Es 
verdad que las interceptaciones no eran prese-
leccionadas, dado que lo impedía el sistema 
técnico utilizado. Pero es claro que se hacían 
barridos del espacio radioeléctrico de una zona 
importante de Madrid a sabiendas de que se in-
tervenían y escuchaban necesariamente nume-
rosas conversaciones que no tenían nada que 
ver con la seguridad nacional, y pese a ello se 
realizaban. Y es más, el hecho de grabarlas y 
archivarlas constituyen de por sí indicios diáfa-
nos de que se practicaban con conocimiento y 
voluntad, elementos integrantes del dolo, por lo 
que, ya sea con dolo directo de primer grado o 
con dolo de segundo grado –cuestión a dilucidar 
en una sentencia y nunca en una auto de esta 
índole–, lo cierto es que los datos son suficien-
tes para descartar, al menos indiciariamente, la 
tesis del tipo imprudente". "Por lo demás, que en 
el listado sólo se reseñen nombres de personas 
de cierta relevancia social indica que eran éstas 
las escuchas que se grababan y archivaban. 
Pero todo apunta a que, en esos años, con el 
sistema de barrido que se utilizaba tuvieron que 
ser escuchadas muchas más conversaciones 
de ciudadanos que no se incluyeron en el archi-
vo, tal como dejan entrever las manifestaciones 
de los funcionarios"(FJ 6). 

Por último, se rechazó también el argu-
mento vertido en el Auto resolutorio de la refor-
ma, relativo a que por "comunicaciones telefóni-
cas" sólo puede entenderse aquellas realizadas 
por cable, de modo que la interceptación de las 
comunicaciones telefónicas a través de móviles 
habría sido atípica hasta la reforma del CP de 
1994, al considerar que este tipo de comunica-
ciones entraba dentro del sentido literal posible, 
como había sido corroborado por la STC 
34/1996, al margen de que la mayoría de las 
conversaciones intervenidas eran mixtas, de te- I 
léfono fijo a móvil (FJ 7). 

Sexto.- En atención a la doctrina ante-
riormente expuesta y al contenido de la resolu-
ción controvertida, es necesario valorar si, más 
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allá de haber dejado sin efecto un acuerdo de 
archivo, en ella se ha exteriorizado un juicio an-
ticipado sobre la responsabilidad penal de los 
implicados que permita afirmar que están justifi-
cadas las dudas sobre la imparcialidad de los 
miembros del órgano de enjuiciamiento. 

Para ello debe partirse de dos presu-
puestos que se derivan de las actuaciones. El 
primero, que fue en el Auto de archivo donde se 
establecieron los hechos que se deducían de 
las diligencias de investigación practicadas, y 
que el Auto resolutorio de la apelación no los 
modificó o amplió a partir de una análisis del 
material de instrucción autónomo o diferenciado 
del que realizó el instructor. El segundo, que el 
pronunciamiento del Auto de apelación sobre la 
improcedencia del archivo se fundamentó en 
valoraciones de carácter jurídico que se concre-
taron, como se ha expuesto, de un lado en ne-
gar que los servicios de inteligencia estuvieran 
legitimados para realizar este tipo de conductas; 
de otro en descartar el carácter imprudente de 
las interceptaciones telefónicas; y por último en 
rechazar la posibilidad de excluir a las comuni-
caciones en que interviene un teléfono móvil del 
ámbito de aplicación del elemento típico "comu-
nicación telefónica". 

El hecho de que el Auto de apelación se 
limitara a resolver cuestiones jurídicas fue el ar-
gumento principal del Auto de la Sala del art. 77 
LOPJ del Tribunal Superior de Justicia de Ma-
drid para desestimar la recusación, en tanto que 
evidenciaría que no se había realizado acto de 
imputación o incriminación alguno contra los in-
teresados. Este Tribunal ha reiterado, en su-
puestos en que es necesario anticipar provisio-
nalmente una calificación jurídica para 
determinar el procedimiento aplicable o la com-
petencia, que meros pronunciamientos abstrac-
tos sobre la calificación jurídica que merecen 
unos hechos no comprometen necesariamente 
la imparcialidad judicial (STC 52/2001, de 26 de 
febrero, FJ 6, o ATC 81/2003, de 10 de marzo, 
FJ 3). Ello no permite concluir, sin embargo, que 
la existencia de un juicio provisional sobre la 
responsabilidad penal sólo pueda predicarse de 
aquellos casos en los que lo controvertido sean 
las cuestiones fácticas y no las jurídicas, ya que 
todo juicio sobre la responsabilidad penal, sea 
provisional o definitivo, en tanto que proceso de 
subsunción de la conducta en la norma penal, 
exige una previa labor dialéctica y frecuente-
mente interdependiente de determinar los he-
chos y el ámbito de aplicación de la norma pe-
nal, lo que no excluye, sino que presupone, la 
valoración de cuestiones jurídicas. Por tanto, 
que el Auto controvertido se limitara a resolver 
cuestiones jurídicas sobre unos hechos indicia-
dos que le venían predeterminados no posibilita 
"prima facie" desestimar que queden justifican 
las dudas sobre la imparcialidad judicial. Es 
más, contrariamente a lo argumentado por el 
Tribunal Superior de Justicia de Madrid, la pecu-
liaridad del caso enjuiciado (que los aspectos 
fácticos no fueran objeto de controversia, sino 
que únicamente se debatieran las cuestiones 
referidas a su calificación jurídica) determina 
que aspectos relevantes a tener en cuenta para  

valorar si se había exteriorizado o no en él un 
prejuicio sobre la responsabilidad penal de los 
imputados fuesen, precisamente, la entidad y 
las características de las cuestiones jurídicas 
que debieron afrontarse. 

Séptimo.- Una vez sentado lo anterior, 
es el momento de entrar a analizar el contenido 
concreto del Auto por el que se acordó estimar 
el recurso de apelación contra el Auto de sobre-
seimiento, con el fin de valorar si a partir del 
mismo resultan justificadas las dudas sobre la 
imparcialidad de los magistrados que lo dictaron 
para formar parte, posteriormente, de la Sección 
que enjuició la causa. 

A esos efectos, debe destacarse el pro-
nunciamiento general contenido en el funda-
mento jurídico sexto de dicho Auto de apelación 
sobre la posibilidad de descartar la tesis del deli-
to imprudente. La afirmación, referida a las in-
terceptaciones telefónicas realizadas por los im-
putados, de que "el hecho de grabarlas y 
archivarlas constituyen de por sí indicios diáfa-
nos de que se practicaban con conocimiento y 
voluntad, elementos integrantes del dolo, por lo 
que, ya sea con dolo directo de primer grado o 
con dolo de segundo grado –cuestión a dilucidar 
en una sentencia y nunca en auto de esta índo-
le–, lo cierto es que los datos son suficientes 
para descartar, al menos indiciariamente, la te-
sis del delito imprudente" (FJ 6), es demostrati-
va de que, no sólo se estaba valorando una 
cuestión que redunda en sí misma en un aspec-
to esencial del juicio sobre la responsabilidad 
penal de los interesados, como es la presencia 
del elemento subjetivo del delito, sino que, es-
pecialmente, a pesar de las reiteradas apelacio-
nes de dicho Auto a que las que contiene son 
valoraciones de carácter provisional, se conclu-
ye afirmando, tras el análisis de los hechos deri-
vados de las diligencias de investigación y la va-
loración detallada de los indicios que de ellos se 
derivaban, la concurrencia de dolo en la con-
ducta de los imputados respecto de la interven-
ción y escucha de numerosas conversaciones 
telefónicas, y, por tanto, constatando ya, en el 
marco de un verdadero proceso de subsunción, 
la presencia de uno de los presupuestos nece-
sarios para la declaración de responsabilidad 
penal propia de un enjuiciamiento sobre el fon-
do. 

En definitiva, los mismos magistrados 
que formaban parte del órgano de enjuiciamien-
to ya se habían pronunciado previamente, en el 
Auto por el que se dejó sin efecto el archivo de 
la causa, sobre el carácter doloso de la conduc-
ta de los entonces imputados, exteriorizando, 
aun cuando solamente sobre hechos indiciarios, 
la concurrencia de uno de los presupuestos de 
su responsabilidad penal, por lo que, al anticipar 
la conclusión sobre una cuestión esencial que 
debía ser objeto del posterior enjuiciamiento, re-
sultan objetivamente justificadas las dudas de 
los recurrentes sobre la imparcialidad con la que 
dichos magistrados podrían afrontar dicha labor. 
Por tanto, se ha vulnerado el derecho a un pro-
ceso con todas las garantías (art. 24.2 CE) en el 
concreto contenido de derecho a la imparciali-
dad judicial. 

Octavo.- Una vez declarada esta vul-
neración, y teniendo en cuenta el necesario 
efecto de retroacción que se exige para su re-
establecimiento, debe detenerse aquí nuestro 
análisis del resto de las alegaciones de los re-
currentes. 

La estimación del amparo en este con-
creto aspecto exige, de acuerdo con lo previsto 
en el art. 55.1.a) LOTC, la declaración de nuli-
dad de las resoluciones judiciales que han im-
pedido el pleno ejercicio de este derecho, por lo 
que debe hacerse extensiva, no sólo a la Sen-
tencia condenatoria y a la posterior Sentencia 
de casación, sino también al previo Auto de la 
Sala de art. 77 LOPJ del Tribunal Superior de 
Justicia de Madrid de 8 de julio de 1998, por el 
que se desestimó la recusación de los magistra-
dos de la Sección Decimoquinta de la Audiencia 
Provincial de Madrid para el enjuiciamiento de la 
causa, ya que ésta fue la resolución que, po-
niendo fin al incidente previsto legalmente como 
un remedio procesal útil en protección de este 
derecho, no evitó su lesión. 

En todo caso, el restablecimiento de los 
recurrentes en la integridad de su derecho no 
exige que la anulación del Auto resolutorio del 
incidente de recusación conlleve la retroacción 
de actuaciones a aquel momento procesal, sino 
que resulta suficiente con acordar la retroacción 
de actuaciones al momento del juicio oral, a fin 
de que se lleve a cabo el enjuiciamiento de la 
causa por un tribunal cuyos integrantes no ten-
gan comprometida su imparcialidad.» U 

RESEÑAS 

TJCE 
Igualdad de retribución entre trabajadores y trabajadoras 
Prestación durante el permiso de 
maternidad: inclusión en el cálculo 
de la prestación de un aumento de 
salario 
)1,- Ref. 622/2 	[12 pgs. D.0.] 

STJCE 30-3-04 
Ponente: Sr. R. Schintgen 
El Tribunal de Justicia establece que el artículo 
119 del Tratado CE (los artículos 117 a 120 del 
Tratado CE han sido sustituidos por los artículos 
136 TCE a 143 TCE) debe interpretarse en el 
sentido de que, cuando la retribución percibida 
por la trabajadora durante su permiso de mater-
nidad se establezca, al menos en parte, sobre la 
base del salario percibido antes del inicio de di-
cho permiso, todo aumento de salario que se 
produzca entre el comienzo del período cubierto 
por el salario de referencia y la finalización del 
permiso debe integrarse en los conceptos sala-
riales que se utilizan para el cálculo del importe 
de dicha retribución. Tal exigencia no se limita 
únicamente al supuesto en que el aumento se 
aplique retroactivamente al período cubierto por 
el salario de referencia. 
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